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I. ANTECEDENTES Y MANDATOS

El día 27 de octubre de 2011 se celebró una reunión técnica de la CAJP con el Grupo de Trabajo para Analizar los Informes Periódicos de los Estados Parte del Protocolo de San Salvador (en adelante “El Grupo”)  con el fin de dar respuesta al mandato de la Asamblea General de la OEA. Mediante su resolución AG/RES. 2666 (XLI-O/11), “Protocolo de San Salvador: Presentación de indicadores de progreso para medición de derechos contemplados en el Protocolo de San Salvador” la Asamblea instruyó celebrar en el marco de la CAJP, durante el cuarto trimestre de 2011, una reunión de carácter técnico con el Grupo, con el fin de realizar una consideración integral del proceso de evaluación, teniendo en cuenta, en particular, el documento “Indicadores de progreso para la medición de derechos contemplados en el Protocolo de San Salvador”. 

La presidenta de la CAJP, Embajadora María Isabel Salvador, Representante Permanente del Ecuador ante la OEA, inauguró la reunión, destacando algunos antecedentes de relevancia. Comentó que en respuesta a la Resolución de la Asamblea General AG/RES. 2582 (XL-O/10), el Grupo, operativo desde mayo de 2010, elaboró el documento “Indicadores de progreso para la medición de derechos contemplados en el Protocolo de San Salvador”, que contiene la propuesta de indicadores que miden el avance en el cumplimiento de los derechos de salud, educación y seguridad social contemplados en el Protocolo. Dicho documento fue distribuido a los Estados miembros en marzo de 2011, y presentado en la CAJP el día 5 de abril. Tras ello, se abrió un período de consultas por parte de los Estados miembros que, de acuerdo a lo estipulado en la mencionada AG/RES. 2666 (XLI-O/11), culminó el día 30 de septiembre. El Grupo recibió a través de su secretaría técnica, el Departamento de Desarrollo Social y Empleo de la OEA, comentarios de 5 Estados miembros, los cuales fueron considerados en la revisión final del documento que fue sujeto de la reunión convocada por la CAJP para el 27 de octubre de 2011.
II. PALABRAS DEL SECRETARIO GENERAL, SR. JOSE MIGUEL INSULZA

El Secretario General de la OEA resaltó la importancia de los indicadores para medir los derechos económicos, sociales y culturales establecidos por el Protocolo, como herramienta esencial para el avance de estos derechos en el Hemisferio. Indicó asimismo que estos  indicadores establecerían un recurso riquísimo para cuantificar el cumplimiento de los derechos y el grado cumplimiento en cada país de la región. Por ello, llamó a los países que aún no lo hayan hecho a no sólo ratificar el Protocolo de San Salvador, sino también especialmente a apoyar al Grupo en sus labores - que hasta la fecha han logrado avanzar principalmente gracias al compromiso personal que tienen los expertos con esta importante misión. Destacó que este instrumento, junto con la futura Carta Social de las Américas, tienen como meta el avance del desarrollo integral de los Estados, y se convierten en complemento sustantivo de la Carta Democrática de la OEA desde una perspectiva de indivisibilidad de todos los derechos humanos. Concluyó expresando el anhelo de que las tareas de este Grupo tengan el apoyo necesario para que tome la fuerza que tienen otros mecanismos de seguimiento de instrumentos hemisféricos y convenciones hemisféricas ya existentes en la región, fortaleciendo la estrategia de desarrollo integral de la OEA.
III. Reporte del período de consulta y presentación del documento definitivo “Indicadores de progreso de para medición de derechos contemplados en el Protocolo de San Salvador”
El Grupo ofreció al Plenario un informe del proceso de consulta de los últimos seis meses, así como el documento final de indicadores, que resultó tras la consideración de los insumos recibidos tanto de los Estados parte como de organizaciones de la sociedad civil y agencias del sistema de Naciones Unidas. El documento resultante fue distribuido a los Estados miembros como documento  GT/PSSI/doc.2/11 rev.1, el cual se anexa a este informe. Participaron de la reunión la experta independiente Laura Pautassi, y los expertos gubernamentales Ramiro Avila y Flavia Piovesan. Los miembros restantes del Grupo, la experta gubernamental Paola Buendía y las Comisionadas de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos “CIDH” Luz Patria Mejía y Silvia Guillén no pudieron estar presentes por compromisos asumidos previamente. 
La presentación del Grupo fue publicada como documento CP/CAJP-3018/11 corr. 1 add. 2. 
IV. El enfoque de organismos técnicos especializados para el trabajo sobre derechos económicos, sociales y culturales
Seguidamente, representantes de organismos internacionales y de la sociedad civil ofrecieron sus experiencias en el uso y tratamiento de indicadores de derechos humanos.

i. Indicadores de derechos humanos y políticas públicas en América Latina

La Sra. Heliva Velloso Economista de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), ofreció una descripción sobre la colaboración de la CEPAL en la elaboración del documento. Funcionarios del organismo, especialmente a través de la División de Desarrollo Social en Santiago de Chile, acompañaron al Grupo desde el inicio de sus labores, ofreciendo aportes tales como: comentarios técnicos a la primera versión del documento, disponibilidad de bases datos e información relevante de CEPAL –en particular sobre el manejo y desarrollo de indicadores-, conocimientos en el uso de indicadores como instrumento de política social. La ponente destacó que al momento de hacer un análisis de los indicadores, es preciso también tener una visión integral de los indicadores sociales con el fin de que sean una herramienta que den seguimiento a políticas específicas para mejorar su efectividad. Comentó sobre la importancia en el enfoque del Grupo de destacar la necesidad de la desagregar los indicadores, enfocándose también en los grupos más necesitados. Destacó que las estadísticas son solamente una herramienta parcial para analizar el avance de los derechos, que debe complementarse con informes tales como los propuestos a través de los indicadores presentados.
ii. Indicadores de medición de cumplimiento del derecho a la salud 
El Señor Arnaud Grove, Relator Especial para el Derecho a la Salud de las Naciones Unidas comenzó su exposición destacando que el enfoque del derecho a la salud requiere de una mayor difusión y un esfuerzo por lograr que se comprenda e implemente cabalmente. En este sentido, comentó que el Protocolo de San Salvador se convierte en una herramienta vital. La implementación de este enfoque debe considerar no sólo el acceso a la salud, sino que debe comprender también temas tales como los determinantes sociales de la salud, las dimensiones sociales de la equidad de género, integridad del cuerpo y auto determinación. Los procesos deben ser transparentes, por lo que se requiere contraloría y monitoreo. Por su parte, los Estados tienen la obligación de respetar, proteger y cumplir estos derechos – velando porque los servicios de salud sean accesibles, de bajo costo y de buena calidad. Subrayó que es preciso contar con indicadores que pongan en evidencia los desafíos de discriminación que aún persisten, motivo por el cual determinados grupos de la sociedad no pueden gozar plenamente de este derecho.  Subrayó que es preciso contar con indicadores que pongan en evidencia los desafíos de discriminación que aún persisten, motivo por el cual determinados grupos de la sociedad no pueden gozar plenamente de este derecho. Este desafío requiere de cambios en la legislación judicial para eliminar dicha marginación. Personas con discapacidad mental, comunidades indígenas, o adultos mayores son otros grupos que requieren de especial atención para romper barreras de discriminación. Concluyó también comentando sobre la importancia que los procesos de integración comercial regional tienen sobre el derecho al acceso a la salud y medicamentos.

Seguidamente, el señor Javier Vásquez, Asesor de Derechos Humanos, Organización Panamericana de la Salud (OPS) comentó sobre los insumos y documentación ofrecida al Grupo sobre el tema del derecho a la salud y temas relacionados. La OPS trabaja en la sensibilización sobre el Protocolo en los 25 países miembros de la OEA que también son parte de su Organización. Destacó ejemplos específicos de asesoría técnica en materia del enfoque de derechos en de políticas y legislación de salud – específicamente respecto a salud mental, discapacidad, salud sexual y reproductiva, y adultos mayores.

iii. Derecho a la educación y educación en Derechos Humanos en América Latina 
El señor Roberto Cuéllar, Director Ejecutivo Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) compartió el trabajo realizado sobre el derecho a la educación, y en particular sobre la educación en derechos humanos. Informó que desde el año 2004 el IIDH ha apoyado el establecimiento de lineamientos para la elaboración de indicadores de progreso de los derechos contenidos en el Protocolo de San Salvador, que fueron insumos sustantivos para el documento final del Grupo. Comentó en particular la experiencia del IIDH con 14 países de la región en el cumplimiento del artículo 13 del Protocolo, destacando ejercicios de: revisión del marco legal, incorporación de componentes de derechos a programas de estudios, revisión de libros de texto, formación docente especializada en derechos humanos, y legislación educativa para gobiernos escolares. Destacó la celebración el 1 de diciembre de 2011 de una reunión regional de América Central sobre la materia, que contó con la participación de otros Estados fuera de la región, con el fin de presentar el décimo informe sobre la educación en derechos humanos en la educación formal. Entre los aprendizajes de este ejercicio destacó la importancia de la evaluación del cumplimiento para analizar el progreso, la relevancia comparar a través del tiempo, el debate y participación de la sociedad civil especializada, y la vinculación permanente y recurrente con foros como los cuerpos políticos de la OEA y así como con la CIDH, que le de identidad y valor sustantivo al proceso. Esta presentación dio seguimiento también a la resolución de la asamblea General, AG/Res. 2673  (XLI-O/11), “La educación en derechos humanos en la educación formal en las Américas”.
iv. La experiencia de construcción e implementación de indicadores de medición desde la perspectiva de la sociedad civil
El señor Camilo Sánchez, investigador del Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad (Dejusticia), destacó la importancia del avance en materia de indicadores plasmado en el documento elaborado por el Grupo – recordando que la Asamblea General fue la que dio el mandato de dar seguimiento al cumplimiento de los derechos contenidos en el Protocolo por medio de indicadores de progreso. El desarrollo de indicadores da un lenguaje común para todos los Estados parte, y orienta la discusión hacia metas tangibles que cada sociedad y Estado define de acuerdo con sus capacidades y necesidades – sin ánimo de comparar entre ellos. Con base en una experiencia particular en Colombia, comentó cómo los indicadores constituyen una herramienta que puede demostrar avances. Por otra parte, el uso de indicadores también genera diálogos en materia de política pública– fuera del ámbito exclusivamente académico. Puede también generar consensos con base en una hoja de ruta compartida, por ejemplo entre el Estado y la sociedad civil. Ese mismo consenso puede a su vez generar voluntad política. Comentó que en ese contexto, el documento del Grupo es un avance sobre el tratamiento de indicadores, ya que suma y complementa esfuerzos ya realizados en otros foros. Es pionero en su metodología. El Grupo procuró priorizar y seleccionar indicadores de mayor relevancia regional. Destacó asimismo que el mecanismo permitirá mejor evaluación de los Estados en esta materia. Finalmente, la periodicidad y la implementación progresiva de este mecanismo puede generar el compromiso de los Estados y de la sociedad civil. Concluyó destacando la importancia de que la pronta aprobación de este mecanismo daría como mensaje a los Estados Miembros de la OEA y la sociedad civil, así como al panorama internacional, no solamente en el avance de políticas públicas, sino también en establecimiento de fórmulas novedosas que den resultados. 

V. Diálogo abIerto entre las delegaciones de los estados miembros

Concluidas las exposiciones, se abrió el paso para el diálogo entre los Estados miembros. Agradecieron las ponencias, así como el documento presentado por el Grupo – reconociendo en particular el esfuerzo y compromiso y llamando a un mayor y renovado apoyo financiero para la continuidad de sus labores. Destacaron la importancia de los indicadores para informar sobre avances en la política social y la evaluación de la situación en cada país, toda vez que varias delegaciones, entre ellos Argentina, Bolivia, Ecuador y Uruguay, alentaron a la pronta aprobación de los indicadores por parte de los Estados Parte del Protocolo de San Salvador. Algunas delegaciones describieron asimismo las experiencias con las que ya cuentan en materia del trabajo en indicadores de derechos humanos. Varias delegaciones llamaron también a la ratificación del Protocolo por parte de los Estados Miembros de la OEA que aún no lo hayan hecho. Destacaron asimismo la importancia de esta reunión, que ha permitido un mayor entendimiento del trabajo y el proceso que ha llevado a cabo el Grupo, y conduce hacia la aprobación de este primer grupo de indicadores referidos a los derechos a la salud, educación y seguridad social contemplados en el Protocolo de San Salvador. Entre las características del instrumento propuesto, destacaron la importancia de que éste no sea un mecanismo de denuncia o de clasificación entre Estados, que sea un proceso participativo donde los países hayan podido ofrecer insumos, que complemente los mecanismos vigentes en el sistema de Naciones Unidas. Adicionalmente, algunas delegaciones llamaron a revisar los plazos establecidos para la elaboración y presentación de informes; así como a recibir  el estado de avance con respecto al segundo agrupamiento de indicadores. Por otra parte, se sugirió un ejercicio para verificar la factibilidad de aplicar el instrumento, y de tener claros los aspectos metodológicos que implican antes de comenzar con los informes nacionales. Dos delegaciones solicitaron la posibilidad de hacer llegar comentarios adicionales al documento, toda vez que se destacó la importancia de que éste sea un documento vivo.
En respuesta a las formulaciones de los Estados Miembros, los miembros del Grupo ofrecieron aclaraciones adicionales con base en los comentarios de los países, destacando la importancia de las experiencias que ya desarrollan algunos de los Estados parte en materia de tratamiento de indicadores de derechos humanos. El Grupo también expresó su preocupación sobre los plazos estipulados para el proceso de revisión de los informes nacionales, por lo que considera revisar dichos plazos cuando se reciban los informes nacionales. Con respecto al segundo agrupamiento de derechos, referidos a los temas de medio ambiente, cultura, alimentación, trabajo y sindicalización, informaron sobre los avances en este proceso, en términos de recolección de información sobre los demás derechos y estado de elaboración de indicadores en la materia, así como la activa búsqueda de apoyo financiero para esta labor. Con respecto a la forma de evaluación del mecanismo, el Grupo estableció una lógica de presentar  informes del primer agrupamiento al año de aprobado los indicadores y luego al año siguiente se invitaría a presentar los informes sobre el segundo agrupamiento con el fin de probar y evaluar el proceso. Esta medida escalonada ayudaría a poner en funcionamiento la herramienta y luego a partir de los tres años siguientes, se realizarían conjuntamente los informes. Adicionalmente, se aclaró que no se espera que todos los indicadores puedan ser presentados por todos los países, sino que se identifiquen aquellos para los cuales no hay información y se planifique cómo se generarán los respectivos informes a futuro. 
VI. CLAUSURA

La presidenta de la reunión recogió de la reunión el claro apoyo al decidido liderazgo ejercido por el Grupo y a la tarea realizada en torno a los indicadores de progreso, renovando el llamado a la adhesión al Protocolo por parte de los Estados Miembros que aun  no lo hayan hecho y a apoyar financieramente al Grupo. Comentó sobre el importante vínculo que tiene este ejercicio de avance en los derechos económicos, sociales y culturales con el fortalecimiento de la democracia y la pronta Carta Social de las Américas que adoptará la OEA próximamente. La universalización de la adhesión a instrumentos de derechos humanos es fundamental para su realización. La presidenta espera que la reunión celebrada sirve para el avance de la negociación hacia la adopción de la resolución a presentar en la próxima Asamblea General que apruebe los indicadores – con el fin de iniciar informes concretos de avance con base en el primer agrupamiento de indicadores contemplados en el Protocolo de San Salvador. En vista a las solicitudes de dos Estados, la presidencia sugirió dar un plazo hasta el día 20 de noviembre de 2011 para recibir comentarios adicionales al documento del Grupo. Tras este anuncio, se dio por clausurada la sesión.
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